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EL PROCESO DE COMUNICACIÓN DEL DECRETO N° 300/06

DE LA ESCRITURA A LA GESTIÓN

Griselda CASABONE


El Estado bonaerense, a través de la Subsecretaría de la Gestión Pública, generó un instrumento para actualizar la producción de los documentos administrativos (el Decreto N° 300/06 – “Guía para la gestión de la comunicación escrita en la Administración Pública de la provincia de Buenos Aires”) que fue el puntapié inicial para problematizar la escritura pública como la dimensión de la gestión que pone negro sobre blanco –literalmente- los sentidos que portan los innumerables textos que se producen cotidianamente en las múltiples intervenciones que genera el Estado a través de sus prácticas escritas.


Ya hemos reflexionado, en otras intervenciones, sobre la naturaleza de la escritura administrativa y las posibilidades que habilita una norma como la que nos ocupa para repensar las prácticas del Estado. 


Sin embargo, lo que nos interesa recorrer hoy, aquí, es describir el proceso comunicacional del Decreto N° 300, con dos objetivos:

1) Compartir la experiencia que nos llevó de la comunicación escrita a la gestión; esto es: cómo el hecho de abrir el debate sobre las formas de producir escritura en el Estado, nos condujo a zonas más estructurales de la gestión, y con ello, a redefinir nuestras estrategias de intervención docente y los insumos, acciones y actores.

2) A la luz del proceso de gestión del Decreto N° 300, proponer un modelo de gestión comunicacional, susceptible de ser replicado en otras iniciativas que impulsa el Estado.

LA EXPERIENCIA COMUNICACIONAL  


El proceso de producción del Decreto N° 300/06 fue, desde su concepción, comunicacional, en el sentido amplio del término: la norma es el resultado de la interacción de diferentes actores identificados como estratégicos por el área que lo impulsó, quienes en las diferentes etapas del diseño pusieron en común y disputaron el sentido sobre el nuevo estatuto de la escritura para este Estado, para construir, en el proceso, una nueva regulación para la Provincia. 


Este intercambio comenzó en 2004 con la creación de una comisión ad hoc, integrada por periodistas, licenciadas en comunicación, profesoras en letras, abogados y funcionarios, responsables de analizar el estado de situación de la comunicación escrita en el Estado. Para ello, se abocaron al estudio de la normativa vigente (provinciales, nacional e, incluso, internacional), trabajos de investigación en la materia, y organizaron, simultáneamente, la “Primera jornada de referentes de correspondencia en el ámbito público”, es decir, representantes de los organismos de la Provincia que relevaron en sus respectivos ámbitos los documentos vigentes, las prácticas usuales, y formularon propuestas para actualizar la producción de documentos. 


A partir de estos dos insumos (el relevamiento de antecedentes y los aportes del encuentro con los referentes), la comisión se abocó a la elaboración del decreto. 
Allí, retomando los intensos debates inaugurados en las jornadas con los representantes de los organismos, intercambiamos visiones no sólo sobre las formalidades que debe reunir un documento sino, sobre todo, sobre la naturaleza de la palabra pública, de su valor modelizador, de la necesidad de desautomatizar la producción de textos, de – si se nos permite- desartificializar la palabra del Estado, ofreciendo alternativas conocidas por todos – es decir, comunicadas- para promover el esquivo estilo “claro y sencillo”. Pero, al mismo tiempo, enfrentábamos el desafío de prever que por la propia naturaleza de la materia regulada, no estuviéramos abonando, con la noble intención de ordenar y regular arbitrariedades, nuevas variantes de la mentada burocracia, cuando, en la práctica cotidiana alguien – un sujeto concreto, desde un lugar determinado del Estado- decide cómo se debe escribir en el Estado. 


Después de aproximadamente  un año de trabajo, que incluyó  rondas de consulta con organismos asesores (personal técnico y funcionarios de la propia Subsecretaría, Asesoría General de Gobierno, Subsecretaría Legal Técnica y Asuntos Legislativos), el circuito continuó con la presentación del borrador del futuro decreto a los actores del Estado (agentes y funcionarios) que participaron de los cursos abiertos que organiza el Instituto Provincial de la Administración Pública (IPAP) y las actividades de fortalecimiento institucional que comenzaron a ser solicitados por los organismos de la Provincia en materia de comunicación escrita.  


Esta etapa inició  en octubre de 2005 y finalizó en febrero de 2006 cuando finalmente el Decreto N° 300/06 se publicó en el Boletín Oficial, y dejó de ser una excusa para indagar el estado de la escritura y se convirtió en una decisión gubernamental, y por lo tanto, obligatoria.


Los participantes de estas actividades preliminares a la sanción del decreto formularon críticas muy pertinentes e interesadas sobre el documento (cuestiones que la norma obvió, dificultades en la implementación de algunas indicaciones, errores formales y de escritura) y también reservas (que el decreto no deviniera una oportunidad para reforzar la burocracia, que hubiera un compromiso explícito del personal jerárquico), que fueron contempladas –directa o indirectamente- en la norma definitiva y en los diferentes instrumentos que se diseñaron a partir de su publicación oficial. 


Dando respuesta, de alguna forma, a uno de las, digamos, demandas más enfáticamente planteada por los agentes en los diferentes escenarios en que el Decreto se presentaba, la Subsecretaría de la Gestión Pública decidió su presentación “oficial” ante la Alta Dirección. El      de      , en el marco de la “Primera Jornada de Comunicación Institucional”, la norma fue comunicada al personal jerárquico y de conducción de la Provincia, con el objeto de comenzar a cubrir las necesidades informativas de la mayoría posible de actores que de una u otra forma gestionan comunicación escrita  en el Estado. 


Estas intervenciones fueron revelando el carácter comunicacional de los documentos públicos – es decir, la manera en que los textos dan cuenta de las relaciones entre los sujetos y la cultura en que se producen- y habilitaron planteos y discusiones que iban más allá de la propuesta que viabilizaba la letra del Decreto. 
Porque la interacción pone en diálogo subjetividades y multiplica los sentidos “la estrategia es un proceso basado en la interdiscursividad, en la gestión de los significados que se entrecruzan generando realidades complejas, donde el azar y la incertidumbre determinan factores de interpretación”.

EL EQUIPO


Todo este proceso que hemos descrito hasta aquí repercutió, como era de suponer, en las actividades formativas. Cada edición abría hacia nuevos contenidos o actores, de manera que, luego de aquellas presentaciones preliminares a la sanción del Decreto y los cursos abiertos regulares, con la norma ya vigente se diversificaron las acciones a partir de las necesidades que surgían de las demandas particulares de los participantes. 


Casi naturalmente, las y los docentes del curso de Gestión de la comunicación  escrita comenzamos a reunirnos periódicamente con la coordinación de miembros del equipo pedagógico del IPAP en un espacio que, con el tiempo, se formalizó en lo que dimos en llamar “el Equipo de comunicación escrita”. Allí, una vez por semana, reflexionamos sobre el resultado de las intervenciones en los cursos abiertos y los fortalecimientos, intercambiamos material práctico y teórico y, a partir de estas lecturas, el equipo se convirtió en una suerte de motor de muchas de las iniciativas vinculadas de manera directa o indirecta con la difusión del Decreto N° 300/06. 


Fue en este ámbito de reflexión/acción donde comenzamos a develar que muchas de las opacidades de los documentos administrativos obedecían no sólo a limitaciones en las competencias comunicativas de sus autores, sino también, y sobre todo, a complejidades de la gestión. Queremos decir: como todo discurso, los documentos públicos expresan, además de los procesos de reproducción y naturalización, los múltiples sentidos a veces contrapuestos que entran en diálogo y de las relaciones de poder que conllevan (subjetividades en juego, bajo la aparente objetividad de “la racionalidad estatal”). Por esta razón, junto con las propuestas vinculadas con la escritura, se asumió también la necesidad de habilitar la discusión sobre los procesos de gestión que se plasman en cada escrito para, como propone Eduardo Vizer, descubrir las conexiones, “las interrelaciones complejas a través de las cuales un conjunto de elementos interdependientes se vuelven problemáticos y sujetos a un círculo vicioso de autorreproducción continua”.


Así fue que comenzó la convocatoria a organismos vinculados con la producción de documentos –especialmente los de decisión- con el objeto de unificar criterios en torno de la elaboración, en principio, de decretos, resoluciones y disposiciones, a fin de nombrar las condiciones que se daban por supuestas, poner en común las que devinieran en acuerdos mínimos y comunes a todos los documentos y actores, para evitar, como se había advertido, que al amparo de la nueva norma, se generara más burocracia. 


Surge, de esta manera, el Documento técnico SSGP N° 1 “Criterios de corrección de actos de decisión”, que expresa el acuerdo alcanzado tras una jornada de trabajo con la Subsecretaría Legal Técnica y de Asuntos Legislativos y la Dirección Provincial de Personal, a partir de la convocatoria y coordinación de la Subsecretaría de la Gestión Pública. 


Esta circunstancia nos permite observar cómo –lenta pero auspiciosamente- comienza a desarticularse la trama de los textos estatales. Nuevamente es la norma la que habilita la discusión sobre las prácticas. Muchos de los acuerdos logrados no derivaban directamente del contenido literal del Decreto, sino de la necesidad de unir criterios diferentes –a veces enfrentados y nunca puestos en diálogo- de entender la gestión de los textos de decisión. El documento se completó con un compromiso explícito de la Secretaría General de la Gobernación a través de la firma de una circular que, al tiempo que avalaba el texto, alentaba a dinamizar la gestión y limitar los pases innecesarios.


Del Equipo surgió también la idea de ofrecer cursos según el perfil de los participantes. Así, se organizó una segunda edición para la alta dirección y para oficinas de decreto, para áreas de prensa y también de ceremonial y protocolo, porque si bien es cierto que todos integran la administración bonaerense y producen documentos públicos, también es cierto que, en la práctica cotidiana, se apropian del Decreto N° 300/06 de manera diferenciada y con distinto nivel de responsabilidad. 


Tal vez en algún momento sea necesario reflexionar acerca del impacto que tuvo el Decreto N° 300/06 entre los agentes del Estado. Lo cierto es que la práctica nos indicó que ante la cantidad y variedad de las consultas (desde aspectos gramaticales y de sintaxis hasta de procedimiento), era necesario implementar mecanismos más ejecutivos. Se creó así, la mesa de ayuda virtual para el Decreto N° 300/06 (decreto300@gestionpublica.sg.gba.gov.ar)
 y un espacio en la página electrónica de la Subsecretaría con preguntas frecuentes.  


En un momento, el equipo observó que la cuestión Decreto N° 300/06 se había instalado también con fuerza en la Subsecretaría y el IPAP, generando en los funcionarios y trabajadores muchas dudas a la hora de adecuar las formas tradicionales de la escritura administrativa a los requerimientos de la flamante norma, con el condimento adicional de que la Subsecretaría modeliza en la materia, y, en ese sentido, su palabra es calificada ante la mirada de lo otros organismos del Estado. Ante este nuevo matiz, los integrantes del equipo docente diseñamos y coordinamos sendos encuentros con los colegas de la gestión diaria, para generar nuevos acuerdos en torno de la producción de textos públicos, pero también para compartir con ellos la repercusión del Decreto y las expectativas que había generado en el resto de la Administración
.


También los docentes requerimos capacitación. A mediados de agosto de 2006, la Subsecretaria de la Gestión Pública nos ofreció una clase sobre documentos de decisión, como insumo para fortalecer nuestras intervenciones.


A partir de todas estas prácticas de reflexión, capacitación, comunicación, la Cátedra comenzó la producción de sus propios documentos. Uno de ellos – Aportes para la elaboración de documentos de decisión- se incorporó como material de consulta de los cursos abiertos y de los fortalecimientos.


El carácter multiplicador que porta la naturaleza comunicacional de la escritura estatal, permitió, finalmente, inaugurar una nueva modalidad de intervención institucional: agentes del Estado que participaron como alumnos de los cursos abiertos, solicitaron un programa de fortalecimiento en su propia organización, con apoyo docente del IPAP,  convirtiendo la difusión del Decreto N° 300 no sólo en una convicción de la Secretaría que lo impulsa, sino en una demanda que los organismos comienzan a percibir y designar
. Estos funcionarios se sumaron ahora como docentes al Equipo, que ya lleva cerca de seis meses de funcionamiento y que se ha convertido en un espacio que nos nutre y que en el proceso, crece y deja crecer.
 


En este recorrido por la historia del Decreto N° 300/06 no podemos dejar de mencionar una de las últimas propuestas surgidas por su impulso: la creación de un weblog  (www.escriturayestado.blogspot.com) sobre Estado y Escritura, concebido como un espacio para reunir a todos los interesados en el tema de la palabra/s del Estado, tengan o no vinculación directa con la gestión pública provincial. Desde allí invitamos a continuar el diálogo que inicia en los cursos abiertos o fortalecimientos y pretendemos sumar a los ciudadanos que deseen contribuir en humanizar la comunicación pública.  


Sin embargo, el proceso de gestión del Decreto tiene una instancia decisiva en términos de la tesis que sostenemos en cuanto a la estrategia comunicacional de su abordaje: en agosto de 2006, luego de casi medio año de vigencia, las autoridades decidieron, a través de un nuevo decreto, la rectificación de la Guía para la gestión de la comunicación escrita con el objetivo subsanar las imprecisiones, desajustes técnicos, aspectos meramente formales que se pusieron en evidencia cuando el texto comenzó a dialogar con las prácticas y sus actores se fueron apropiando activamente de los contenidos. El Decreto N° 2200/06 es la expresión más acabada de una gestión comunicacional, donde la comunicación “puede ser precisamente una perspectiva de interpretación que ‘cruce’ los límites disciplinarios y ayude a construir un metanivel de comprensión sobre la complejidad conflictiva y la multidimensionalidad de los procesos que se articulan en una realidad dada”. (Vizer, 2002).


En otras oportunidades hemos reflexionado sobre la naturaleza de la escritura estatal. Hoy nos interesa, también, compartir el lugar –epistemológico y político, si se quiere-  que sustenta la propuesta conceptual que se ofrece en los cursos abiertos y en los fortalecimientos sobre gestión de la comunicación escrita en la Administración Pública de la provincia de Buenos Aires.

LA PROPUESTA PEDAGÓGICA


Se nos presentaron dos perspectivas desde las cuales abordar los documentos públicos: a) desde los documentos en sí; b) desde las prácticas.


En la primera opción vemos al documento como unidad de información, es decir, como mensaje, como producto, y desde allí, reconocemos sus componentes, sus rasgos sintácticos, morfológicos; evaluamos, incluso, las competencias de los/as autores/as; podemos determinar, en fin, qué, cómo y a quién comunica, y si en este sentido, si el documento es eficiente o no.


La segunda perspectiva nos coloca frente al documento como proceso – como discurso: el texto en el contexto-, perspectiva que nos enfrenta a otro tipo de desafío: entrar a los textos como unidades de comunicación para detenernos no sólo quién dice qué a quién, sino, y lo que es más relevante para el análisis, por qué lo dice de esa forma, desde cuándo, qué idea de ciudadanía y servicio público lleva implícita, qué tipo de relaciones expone; en fin, la trama del texto articulando con la trama de la gestión. 

Porque, como señalamos en otras oportunidades, entendemos que la norma habilitaba la oportunidad para ir, desde allí, a las prácticas, y que ello a) exigía inevitablemente un puesta en crisis del abordaje tradicional de los documentos en el ámbito público; b) que esta opción contaba con el decidido impulso de las autoridades, el diseño de las actividades formativas vinculadas con la gestión de la comunicación escrita se pergeñó desde la perspectiva integral que nos ofrece la lingüística textual, lo que en principio, significa: 

1° Asumir que los documentos públicos se producen siempre dentro de una situación comunicativa; es decir, que los textos se producen en un contexto  - en una/s cultura/s- que los condicionan y determinan.
 

2° Reconocer los documentos públicos como textos, lo que implica que se trata no sólo de secuencias de oraciones, sino de “una unidad semántica global (se le puede asignar un tema); sintáctica global, en el sentido de una forma o esquema que organiza los contenidos y tiene una finalidad comunicativa también global (informar, persuadir, prometer, etc.)”.

3° Entender la escritura como un proceso que inicia mucho antes de comenzar la redacción propiamente dicha y que continúa más allá del cierre provisorio que le da su autor cuando coloca el punto final.  

4° Que los participantes de las actividades traen sus propios saberes y que los talleres fueron concebidos para ponerlos en común y construir nuevas síntesis situadas en el actual escenario.  


Desde estas definiciones es que nos planteamos los siguientes objetivos:
- Reconocer la comunicación escrita institucional como dimensión constitutiva de la gestión pública. 

- Caracterizar la situación de la comunicación escrita vinculada con la producción de documentos públicos. 

- Reconocer formatos textuales: características y requisitos. 

- Conocer y aplicar el contenido del Decreto N° 300/06. 

- Generar en los trabajadores una actitud comprometida y cooperativa frente a las nuevas formas de construir escritura en la administración pública provincial.


Estos ejes se desagregaron en los siguientes contenidos:

- La comunicación escrita como herramienta de gestión y cambio cultural: del Reglamento de correspondencia administrativa (Decreto – Ley N° 3040/77) a la Guía para la gestión de la comunicación escrita en la administración pública de la provincia de Buenos Aires (Decreto N° 300/06). 

- Competencias comunicativas para la gestión de la comunicación escrita en el Estado. 

- Documentos de gestión pública provincial – que promueven una decisión, de decisión, administrativos y técnicos- en los procesos de comunicación institucional. 

- El texto escrito como unidad comunicativa: condiciones, dimensiones y propiedades. 

- Proceso de producción de documentos públicos. 


En términos generales, más allá de adecuaciones ad hoc, los objetivos se mantienen independientemente de la actividad, y se adecuan los contenidos al perfil de los participantes y la índole de la actividad (curso abierto; fortalecimiento, asistencia técnica).


La bibliografía evoluciona y se ha ido nutriendo con documentos producidos a partir de la reflexión sobre las prácticas de escritura en el Estado bonaerense
. En este sentido, hemos sumado nuestros propios aportes en materia de textos argumentativos y descriptivos, sugerencias para un estilo inclusivo, errores frecuentes en la producción de textos, cuestiones de sintaxis y normativa que ponemos a disposición de los participantes según las demandas de cada grupo.

GESTIONAR SIGNIFICADOS


En nuestras indagaciones sobre la escritura pública tomamos conocimiento de una iniciativa denominada Lenguaje Ciudadano
, que impulsa el gobierno mejicano y que se alinea en lo que parece una tendencia de muchas administraciones del mundo: volver amigable sus producciones escritas e incluir a la ciudadanía en sus discursos. 

La experiencia de México propone tres etapas en el proceso de humanizar la escritura pública:

1°) Sensibilizar a los servidores públicos de la importancia del lenguaje en la comunicación entre el gobierno y los ciudadanos. “Si los documentos normativos, formatos y comunicados del gobierno están bien escritos, los ciudadanos invierten menos tiempo en tratar de entender los requerimientos del Gobierno para proveer servicios públicos; los costos administrativos disminuyen, la eficiencia de la Administración Pública se incrementa y al final tenemos un Gobierno que sirve mejor al ciudadano”.

2°) Capacitar a los servidores públicos en esta nueva forma de entender la comunicación escrita entre la administración y los ciudadanos.

3°) Reescribir los documentos, considerando las necesidades del ciudadano al que van dirigidos. “Esto no significa eliminar el lenguaje técnico o jurídico, sino adaptar el lenguaje y la estructura de los documentos con un enfoque al ciudadano-objetivo”.


Vemos hasta aquí que, en cuanto a la sensibilización y capacitación, el Decreto N° 300/06 inició un proceso de doble vía: puso en cuestión las formas escriturales vigentes hasta entonces, pero desde allí, abrió la discusión sobre las prácticas de gestión que la escritura viabiliza. También, y no menos importante, asumió una dinámica decididamente comunicacional que se fue retroalimentando en cada intervención, con cada nuevo actor, pasando, en el proceso, como propone Manucci, “de la fuerza de la persuasión a la gestión de significados”. 


Sandra Massoni propone la comunicación estratégica para el abordaje de las prácticas socioculturales “cambiantes, complejas, fluidas, que crean y son creadas por las identidades individualidades en el sentido de aquello que tiene identidad en sí en un juego continuo de interacción, representación, acción”
. 


Esta es la perspectiva de intervención que guió el proceso de gestión/comunicación del Decreto 300; es decir, un modelo menos centrado en el producto (la información) que en los procesos (la comunicación), que asume y celebra la heterogeniedad como posibilidad de una representación de la densidad de las prácticas burocráticas y las diversos modos en que la producción de documentos escritos interpela a los actores estatales.    


El ciclo interacción/representación/acción implica  “una operación que se hace sobre los resultados de una operación anterior. Y que al hacerlo enactúa, hace emerger un mundo nuevo. Hay aquí un componente ontológico en la comunicación como momento relacionante de la heterogeneidad sociocultural”.
 

Superar el concepto instrumental de la comunicación como transmisión de información y abrir el juego de lo público a los públicos, es tal vez una de las más innovadoras variables a considerar en el proceso de fortalecimiento estatal, en principio, porque: 1) corre el eje de las prerrogativas a las responsabilidades, promoviendo con ello el empoderamiento y reciudadanización de los actores tradicionalmente excluidos de la toma de decisiones; 2) habilita nuevas miradas sobre lo público, dotándolo de nuevas  (otras) perspectivas para el abordaje y el análisis; 3) facilita la apropiación de las iniciativas por parte de los actores, al reconocerse en el proceso de producción.


Ahora bien, en relación con un posible modelo de gestión comunicacional, especulamos en algún momento del proceso sobre la viabilidad de aplicar este método de gestión participativa a algún otro proceso regulatorio de la cosa pública. Cuáles serían los efectos, nos preguntamos, si a través de un proceso planificado, con actores identificados como estratégicos, se impulsara la gestión comunicacional de normativas de interés administrativo, de carácter innovador y alternativo a la tradicional lógica burocrática (procesos de generación compartimentados y unidireccionales). 


Creemos, finalmente, haber despejado algunas de las variantes que surgen cuando la palabra oficial (históricamente producida, culturalmente reproducida, instituida e instituyente) es puesta en cuestión, es decir, observada, analizada, de-velada en sus múltiples sentidos. Por ello, entendemos que la sanción del Decreto fue estratégica, y su impacto sorprendió a propios y extraños porque se dieron, además, ciertas condiciones para nombrarlos, superando la tentación de limitar la propuesta a ciertas formalidades y rutinas individuales, y animando la discusión hacia otros territorios más inciertos, pero tal vez por ello más representativos y exponenciales de la cultura burocrática en un momento determinado.


La escritura, en sus aparentes previsibles rutinas, nombra el procedimiento, filtra las estructuras, exhibe las contradicciones de (los) poder(es) y autoridad, expresa la calidad de los servicios y la distancia entre la gente. La escritura nos lleva de los documentos a los sujetos y sus prácticas. El Decreto 300 no dice estructuras, ni procedimientos, ni poder; sin embargo, de alguna manera, los porta, porque la escritura trasparenta la gestión. 


En este sentido, y terminamos, el Decreto N° 300, como documento administrativo que viabiliza una iniciativa de interés público, es resultado del modelo que propone: surge como “obra abierta”, se gesta participativamente, convoca a actores estratégicos, se realimenta con cada intervención en una síntesis que supera el producto inicial y las aspiraciones originales de sus impulsores, tal vez porque asume como Vizer que “la resolución del problema complejo sólo se puede dar por medio de la intervención sobre puntos de ruptura del círculo vicioso”.

LA PLATA,  enero de 2007.
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� Manucci, Marcelo, La gestión de la incertidumbre – El desafío del liderazgo en contextos inestables, México, � HYPERLINK "http://www.cyta.com.ar" ��www.cyta.com.ar�


� Vizer, Eduardo, La trama (in)visible de la vida social, Buenos Aires, La Crujía, 2003. 





� La mesa de ayuda se inauguró el  5 de junio de 2006.


� Las jornadas se desarrollaron en seis encuentros de tres horas cada uno, entre el  28 de agosto  y el  21 de setiembre, a razón de dos reuniones por semana, y fueron organizadas según áreas de actividad. 


� El documento está publicado en la página electrónica de la Subsecretaría de la Gestión Pública, www.gestionpublica.sg.gba.gov.ar (Biblioteca virtual – Comunicación).


� También podemos mencionar la experiencia de otros organismos que generaron espacios de trabajo para la reescritura de sus documentos (OCEBA, por caso), si bien, por el momento, no habilitaron experiencias formativas propias. 


� Es para destacar que la de comunicación escrita sea la primera cátedra orgánica que se conforma en el IPAP.


� Lingüística textual.


� Cortés, Marina y Bollini, Rosana, Leer para escribir, Setenta Soles Grupo Editor y UBA,  Buenos Aires, 1994.


� Los lectores encontrarán este material publicado en la biblioteca virtual de la Subsecretaría de la Gestión Pública (� HYPERLINK "http://www.gestionpublica.sg.gba.gov.ar" ��www.gestionpublica.sg.gba.gov.ar� / Comunicación escrita)..


� � HYPERLINK "http://www.lenguajeciudadano.gob.mx" ��www.lenguajeciudadano.gob.mx� 


� Massoni, Sandra, Estrategias de comunicación. Un modelo de abordaje de la dimensión comunicacional para el desarrollo, 2004. El subrayado es nuestro.


� Massoni. El destacado es nuestro.


� Vizer, op. cit.





